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SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
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“2026, Año del Bicentenario de la Promulgación de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí”
TOCA ******/2025
EXPEDIENTE ******/2025-1


RECURSO DE APELACIÓN: ******/2025.
JUICIO CONTENCIOSO: ******/2025-1.
PARTE ACTORA: ******.

AUTORIDAD DEMANDADA Y RECURRENTE: ******, DIRECTOR DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE TAMANZUNCHALE, SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIO: FRANCISCO JAVIER BELMARES OLVERA.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, diez de junio de dos mil veintiséis.

V I S T O S, para resolver los autos del toca ******/2025, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado en la oficialía de partes de este Tribunal el veintiuno de octubre de dos mil veinticinco, por ****** su carácter de Director de Seguridad Pública y Tránsito del Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí, en el juicio contencioso administrativo ******/2025, en contra de la resolución de diecisiete de julio de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; turnado a ésta Sala Superior el veintisiete de octubre siguiente, mediante el oficio PSU/TEJASLP/******/2025, signado por el Secretario de Acuerdos de dicha Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, y por consecuencia se decreta su NULIDAD, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en los considerandos Quinto y Sexto de la presente resolución.”

II. Inconforme con la anterior determinación, ******, con el carácter antes referido, interpuso recurso de apelación mediante escrito presentado el veintiuno de octubre de dos mil veinticinco en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veintisiete siguiente; atendiendo a que por auto de veintitrés de octubre anterior
, con fundamento en el artículo 152
, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente ******/2025.

III. Mediante auto de treinta de octubre de dos mil veinticinco
, se recibió el escrito de mérito, se admitió a trámite la apelación bajo el consecutivo ******/2025, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la parte actora ******, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniera.
IV. El doce de noviembre de dos mil veinticinco
, se tuvo a la parte actora por desahogando la vista ordenada en el acuerdo de admisión y, con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154
, del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, se citó para resolver el presente recurso de apelación.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, aplicable en la época de los hechos sometidos a esta Alzada.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de cuantía indeterminada;
III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.
Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.
El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250, del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto, del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia. Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis siguiente:
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	“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”


TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de ******, en su carácter de Director de Seguridad Pública y Tránsito del Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí, en el juicio contencioso administrativo ******/2025, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de siete de mayo de dos mil veinticinco
.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada vía electrónica a la autoridad demandada el veintiséis de septiembre de dos mil veinticinco
, por lo que dicha notificación surtió efectos el uno de octubre siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del dos al veintidós de octubre del año pasado; en ese lapso no deben contar los días cuatro, cinco, once, doce, dieciocho y diecinueve del mismo año, por haber sido sábados y domingos, respectivamente, inhábiles por disposición expresa del artículo 15
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que, si el recurso de apelación se presentó el veintiuno de octubre de dos mil veinticinco, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Previo al estudio de los agravios expresados por la apelante se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que esta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explica a continuación, esta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por ******en su carácter de Director de Seguridad Pública y Tránsito del Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí, es procedente bajo las consideraciones siguientes:
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí establece los supuestos en los que las resoluciones definitivas de las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de cuantía indeterminada;

(Reformado mediante publicación de dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro en el Periódico Oficial del Estado.)

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
De la norma transcrita se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo se sujeta a cuatro supuestos: cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el asunto sea de cuantía indeterminada; cuando se trate de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia y violaciones procesales; resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado.
En el caso concreto, de las constancias que integran el juicio de origen ******/2025, se advierte que el acto impugnado consistió en el cese verbal de seis de diciembre de dos mil veinticuatro, mediante el cual se separó al actor, ******, del cargo de ****** de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito del Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí.

Al resolver el fondo del asunto en primera instancia mediante fallo de diecisiete de julio de dos mil veinticinco, la Primera Sala Unitaria de este Tribunal decretó la nulidad total de dicha separación y ordenó a la autoridad demandada el pago de las prestaciones siguientes: 
a) Indemnización constitucional: El pago de tres meses de los últimos haberes percibidos debidamente integrados, más veinte días por cada año de servicios prestados, en términos del artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

b) Prestaciones incompatibles e integradoras: El pago de las remuneraciones diarias ordinarias (haberes) cuantificables hasta por un periodo de seis meses, así como las partes proporcionales de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional devengadas.

Ahora bien, toda vez que las condenas pecuniarias decretadas por la A quo no fueron objeto de una liquidación numérica o cuantificable líquida dentro de la propia sentencia definitiva -quedando su cálculo formal para la etapa de ejecución de sentencia-, es evidente que la materia del presente juicio administrativo califica indudablemente como un asunto de cuantía indeterminada.

Por tanto, el recurso de apelación resulta procedente al actualizarse el supuesto previsto en la fracción II, del artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Lo anterior encuentra apoyo en las tesis siguientes.
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	“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.”

	
	“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.”


SÉPTIMO. Estudio. Son inoperantes los agravios emitidos por la parte apelante; por ende, insuficientes para revocar o modificar el fallo impugnado.

En la resolución de diecisiete de julio de dos mil veinticinco, dictada en el juicio contencioso administrativo ******/2025, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa declaró la ilegalidad e invalidez del cese verbal impugnado, y por ende, decretó la nulidad lisa y llana del acto base en los razonamientos siguientes:
Del análisis que practicó a la demanda de nulidad, la Magistrada instructora advirtió que la parte actora hizo valer, sustancialmente, como conceptos de impugnación, la irregularidad de la notificación del cese verbal - seis de diciembre de dos mil veinticuatro- del cargo de ****** de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito de Tamazunchale, San Luis Potosí; la violación a los artículos 14, 16 y 17, de la Constitución Federal; la incompetencia del titular de esa unidad administrativa para ordenar o ejecutar una destitución de manera directa; y la facultad exclusiva de la Comisión de Honor y Justicia, de conformidad con los artículos 114, 119, 125 y 126, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
Con base en las premisas sintetizadas, la A quo determinó que el acto impugnado consistió en el cese verbal emitido el seis de diciembre de dos mil veinticuatro por la autoridad enjuiciada en perjuicio del justiciable, respecto de su cargo de ****** de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito del Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí.
A efecto de determinar si el cese controvertido se encontraba plenamente acreditado, la resolutora valoró de manera conjunta los medios de convicción siguientes:

1. Ciento cuarenta y un recibos de nómina emitidos por el Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí, a favor del accionante.

2. Siete recibos de nómina emitidos por el Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí, a favor del enjuiciante, correspondientes a los periodos de dieciséis al treinta y uno de julio, uno al quince de agosto, dieciséis al treinta y uno de agosto, uno al quince de septiembre, dieciséis al treinta y uno de octubre, uno al quince de noviembre, dieciséis al treinta de noviembre, todo del ejercicio dos mil veinticuatro; documentales que lo acreditan en el puesto de ****** de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal.
3. Tres credenciales expedidas por el Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí a favor del actor, con vigencias al treinta de septiembre de dos mil quince, treinta de septiembre de dos mil dieciocho y treinta de septiembre de dos mil veintiuno, respectivamente.

4. Copia simple de la identificación oficial, con vigencia al treinta y uno de diciembre de dos mil veintitrés, emitida por el Presidente del Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí.
5. Copia simple del Presupuesto de Egresos que contiene el Tabulador de Sueldos y Salarios, correspondiente al ejercicio fiscal dos mil veinticuatro del Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial del Estado el nueve de enero de dos mil veinticuatro.

6. Dos credenciales que acreditan a la parte actora como ******, con vigencias al dieciocho de abril de dos mil quince y veintinueve de septiembre de dos mil veintiuno.
7. Escrito de cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro signado por el justiciable y dirigido al Oficial Mayor del Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí, mediante el cual informó sobre la intervención médica que le fue practicada el veintiséis de octubre anterior y adjuntó la incapacidad respectiva, la cual fue recibida por la citada autoridad el seis de diciembre del mismo año.
8. Dos escritos de veintisiete de octubre y veinticuatro de noviembre, ambos de dos mil veinticuatro, suscritos por el Doctor ******, los cuales contienen el sello oficial de la clínica del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado correspondiente en Tamazunchale, San Luis Potosí; documentales en la que se hizo constar que, debido a la intervención médica practicada al accionante, este requería de reposo justificado.
A dichos medios de convicción, la Magistrada de instancia les otorgó valor probatorio pleno en términos del artículo 72, fracción II, de la Ley de Enjuiciamiento Administrativa para el Estado, y al efecto, tuvo por acreditada la existencia de la relación administrativa entre el enjuiciante y la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito del Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí, al advertir que este se desempeñaba como elemento operativo dentro de dicha entidad pública.
9. Testimoniales a cargo de ******y ******. Respecto de este medio de convicción, la A quo concluyó que con estos, quedó plenamente demostrado el denunciado, revistió un carácter verbal, aconteció a las ****** y provino de manera directa del Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, ******.

Probanzas a las que, la resolutora les concedió valor probatorio en términos de lo dispuesto por el artículo 72, fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.
Por otra parte, del análisis efectuado al escrito de contestación de la demanda, la Magistrada de instrucción observó que la autoridad enjuiciada negó lisa y llanamente los hechos relativos a la imputación del cese reclamado por el justiciable, así como la existencia de una resolución de carácter definitivo.
Respecto a la carga de la prueba, la A quo determinó que correspondía estrictamente al enjuiciado desvirtuar la existencia del cese reclamado; es decir, demostrar de manera fehaciente que la interrupción de las funciones del actor obedeció a una causa ajena a la voluntad de la administración y que, en todo caso, dicha separación resultaba imputable de forma exclusiva al propio accionante. Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 241, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el arábigo 274, fracción I, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria.
La resolutora arribó a tal conclusión, en virtud de que, el Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale negó el acto y adujo carecer de competencia para contratar, delimitar puestos o fijar salarios; no obstante, en su respectivo escrito de contestación reconoció expresamente la existencia previa de la relación administrativa al manifestar la categoría en que se desempeñaba el actor.

Por tanto, al encontrarse plenamente admitido el vínculo jurídico entre las partes, la juzgadora determinó que la autoridad demandada se encontraba obligada a demostrar que la conclusión del servicio obedeció a alguno de los supuestos legales de terminación previstos en los artículos 88 y 89, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
Bajo esa tesitura, ante la omisión de justificar legalmente la separación o de controvertir de forma exhaustiva a los hechos de la demanda, la Magistrada de origen concluyó que operó la presunción legal de certeza del cese impugnado, en términos de lo dispuesto en el segundo párrafo, del artículo 241, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese contexto, la A quo precisó que, al no tratarse de una negativa simple sino de una negativa calificada que encierra una afirmación, la autoridad demandada se encontraba obligada a justificarla de conformidad con lo dispuesto en el arábigo 274, fracción I, de la Ley Adjetiva Administrativa del Estado, aplicado de manera supletoria.
Bajo esa premisa, explicó que, al tenor de la citada regla adjetiva, quien niega está obligado a probar cuando su postura procesal envuelve la afirmación expresa o implícita de un hecho.

Con base en lo anterior, la A quo sostuvo que el cese impugnado reviste una naturaleza fáctica cuya demostración negativa resultaba jurídica inviable trasladar al accionante; por tanto, no era procedente imponerle la carga de demostrar una omisión o abstención, máxime que el demandado se limitó a formular una negativa genérica. De este modo, al contener la contestación del enjuiciado la afirmación implícita de que no incurrió en una conducta ilegal, y al haber reconocido previamente la existencia de la relación administrativa, la resolutora que su defensa genérica era insuficiente. Por consiguiente, subsistió la obligación procesal de la autoridad de acreditar fehacientemente las causas legales por las cuales el enjuiciante dejó de prestar sus servicios. 
En sustento a su dicho, citó las tesis de rubro: “ACTOS RECLAMADOS, ACTO NEGATIVO Y NEGATIVA DEL ACTO. SON DOS COSAS DISTINTAS. CARGA DE LA PRUEBA.”, “CARGA PROBATORIA EN EL JUICIO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MORELOS. CORRESPONDE A LAS AUTORIDADES DEMANDADAS CUANDO EL ACTOR LES ATRIBUYE SU DESPIDO INJUSTIFICADO Y ÉSTAS, AUNQUE LO NIEGAN, ACEPTAN QUE EXISTIÓ UNA RELACIÓN ADMINISTRATIVA PERO NO MANIFIESTAN POR QUÉ YA NO LES PRESTA SUS SERVICIOS.” y “DESPIDO. LA NEGATIVA LISA Y LLANA DEL PATRON DEMANDADO NO REVIERTE LA CARGA PROBATORIA AL TRABAJADOR.”
Al respecto, la Magistrada responsable concluyó que, en el caso concreto, el Director demandado omitió cumplir con la carga procesal que le correspondía; toda vez que, aun cuando negó el cese impugnado, reconoció de forma explícita la existencia del vínculo administrativo con el enjuiciante.
Por tanto, reiteró que, al haber admitido dicho vínculo jurídico, la autoridad administrativa estaba constreñida a precisar y justificar los motivos por los cuales el actor dejó de prestar sus servicios, demostrando que la separación obedeció a una causa no imputable a la administración sino al propio elemento. 
Dicha obligación procesal, según sostuvo la A quo, se robustece bajo el principio de facilidad probatoria, puesto que la autoridad municipal es la depositaria de los expedientes personales, controles de asistencia y demás elementos técnicos y documentales idóneos para acreditar la situación jurídica o el estatus en activo de sus integrantes. 
Por otra parte, respecto de los medios de convicción aportados por el Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, la resolutora determinó que estos resultaron insuficientes para justificar sus excepciones y defensas.
En ese sentido, la A quo precisó que la prueba documental consistente en el nombramiento de la referida autoridad únicamente acreditó la personalidad con la que compareció a juicio, mientras que las pruebas presuncional legal y humana, refirió que no favorecían al interés del enjuiciado ante la ausencia de deducciones lógicas y jurídicas que derivaran de los hechos acreditados o del derecho invocado. Asimismo, determinó que la instrumental de actuaciones tampoco reportó beneficio procesal alguno, al no existir constancia alguna en el sumario que desvirtuara la ilegalidad planteada por la parte actora.
Por tanto, al no haber demostrado el reo que la interrupción de los servicios obedeció a una causa legal o imputable al propio actor, la juzgadora tuvo por plenamente demostrado el cese injustificado objeto de la impugnación en el juicio de nulidad.
En consecuencia, la Magistrada de instancia reiteró lo fundado que resultó el concepto de impugnación relativo a la ilegalidad del cese que le fue aplicado a la parte actora, toda vez que la autoridad demandada carecía facultades para destituir o remover formalmente a un elemento. Ello es así, en virtud de que la sanción de remoción, cese o baja definitiva constituye una competencia exclusiva de la Comisión de Hornor y Justicia, como órgano colegiado permanente encargado de conocer e imponer las sanciones disciplinarias correspondientes.
Para sustentar lo anterior, la A quo precisó correspondía remitirse a lo dispuesto en los artículos 112, 113, 114, 119 y 126, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, de donde advirtió la competencia específica de dicha Comisión para conocer y sancionar las infracciones o faltas previstas en la ley, sus reglamentos. Asimismo, puntualizó que cualquier supuesto que amerite la imposición de una sanción exige respeto a las garantías de legalidad, audiencia, debido proceso y presunción de inocencia, para lo cual la legislación local dispone un procedimiento formal y específico que debe substanciarse obligatoriamente ante el referido órgano colegiado.
En tal virtud, la A quo concluyó que el acto impugnado adolecía de vicios de competencia originaria y transgredía los derechos fundamentales seguridad jurídica, audiencia y debido proceso tutelados por los artículos 14, 16 y 17, de la Constitución Federal, así como el numeral 126, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado. Por consiguiente, determinó que en la especie se actualizó plenamente la causal de ilegalidad e invalidez prevista en el arábigo 250, fracción I, Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Adicionalmente, del análisis que practicó a las pruebas que integran el sumario de origen, la resolutora determinó que no existía medio de convicción alguno que demostrara la tramitación de un procedimiento administrativo previo en contra del justiciable. Por el contrario, sostuvo que se acreditó que la separación del cargo se realizó de forma verbal por parte del Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí.

Por tanto, reiteró que el acto impugnado conculcó las formalidades esenciales del procedimiento, privando al accionante de las garantías de audiencia, debido proceso y del principio de inocencia, al omitir otorgarle la oportunidad de defensa mediante el procedimiento regulado en el artículo 126, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, el cual debió substanciarse ante la Comisión de Honor y Justicia. En sustento de tal determinación, citó las tesis de rubro: “FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA U OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.” y “AUDIENCIA, ALCANCE DE LA GARANTÍA DE.”
Bajo ese contexto, la juzgadora reiteró que la baja definitiva del enjuiciante en su puesto de ****** de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí, adolecía de una ilegalidad insubsanable. Lo anterior, en virtud de que el cese se efectuó de manera verbal por el titular de dicha entidad pública, lo cual contravino lo dispuesto en los artículos 114, 119, 125 y 126, de la Ley de Seguridad local; toda vez que, normativamente, la única autoridad competente para resolver e imponer la separación definitiva del cargo es la Comisión de Honor y Justicia, circunstancia que desvirtúa de origen la validez del cese ordenado de forma unilateral por una mando policial.

En tales condiciones, la resolutora concluyó que en la especie se actualizaron plenamente las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250, fracción I y IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, derivado de que el cese provino de una autoridad incompetente y se emitió en inobservancia a las reglas de validez previstas en los arábigos citados, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, al haberse practicado de forma verbal y omitiendo la sustanciación del procedimiento administrativo exigido por la norma.

Las deficiencias apuntadas resultaron determinantes para que la Sala responsable declarara la ilegalidad del acto impugnado y, en consecuencia, decretara su nulidad lisa y llana, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Bajo esa perspectiva, la Magistrada de instrucción precisó que, aun cuando el artículo 252, de la Ley de Enjuiciamiento Administrativa para el Estado prevé de carácter de general la obligación de restituir al actor en el goce de los derechos afectados por el acto anulado, tratándose de miembros de instituciones de seguridad pública opera una regla de excepción de rango constitucional.

De ese modo, conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Federal, la resolutora determinó que ante una separación, remoción, baja o cese injustificado integrantes de los miembros de las instituciones policiales, resulta jurídicamente improcedente su reincorporación al servicio, con total independencia del resultado del juicio.

Por consiguiente, la A quo acotó el efecto restitutorio de la nulidad decretada a la obligación exclusiva de la autorizada demandada de cubrir al accionante la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho. En congruencia con la prohibición constitucional, la juzgadora determinó que la restitución de los derechos del actor debía materializarse únicamente mediante el pago de una indemnización y de las remuneraciones diarias dejadas de percibir.

Bajo ese contexto, con fundamento en el artículo 54, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí -reformado mediante decreto publicado el veintitrés de febrero de dos mil veintitrés y vigente al momento de ejercerse la acción-, la resolutora acotó temporalmente la condena a un periodo máximo de seis meses.
En ese tenor, explicó que dicha cuantificación comprendía los conceptos de tres meses de salario, veinte días de salario por cada año de servicios prestados, y las demás prestaciones integradas por el sueldo base y cualquier otro concepto que el servidor público percibiera ordinariamente por la prestación de sus servicios, de conformidad con las leyes especiales que rigen su relación jurídica. En sustento a esa forma de razonar, citó las tesis de rubro: “SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICIÓN DE REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE MOTIVÓ EL CESE.” y “POLICÍA FEDERAL PREVENTIVA. LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA MEDIANTE LA CUAL SE DIO DE BAJA A ALGUNO DE SUS MIEMBROS, CON FUNDAMENTO EN EL PÁRRAFO SEXTO DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PARA EL EFECTO DE QUE LE SEA PAGADA UNA INDEMNIZACIÓN, SIN INCLUIR SU REINSTALACIÓN, NO IMPLICA APLICACIÓN RETROACTIVA DE DICHO PRECEPTO, AUN CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HAYA PRESENTADO ANTES DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA INDICADA PORCIÓN NORMATIVA.”
Al analizar el alcance y naturaleza jurídica del derecho indemnizatorio, la Magistrada de instrucción determinó que este debe fijarse en términos íntegros conforme a la Constitución Federal, cuyo espíritu en el artículo 123, apartado B, descansa en reconocer y salvaguardar garantías a favor de los servidores públicos, con independencia de la naturaleza administrativa de su relación con el Estado.
En ese sentido, puntualizó que la indemnización por separación injustificada prevista en la fracción XIII, del citado apartado B, guarda identidad de razón jurídica con la fracción XXII, del apartado A, de la Constitución Federal, la cual define dicho concepto como el pago de tres meses de salario con fines resarcitorios por los daños y perjuicios ocasionados ante la imposibilidad jurídica de reinstalación.
Bajo esa premisa de homologación y simetría constitucional, la A quo concluyó que el monto resarcitorio a que tienen derechos los miembros de las instituciones policiales debe integrarse y cuantificarse conforme al parámetro protector del segundo párrafo del artículo 54, de la Ley de Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, el cual comprende no solo los tres meses de salario y los veinte días por cada año de servicios, sino la totalidad de las prestaciones ordinarias y extraordinarias que el servidor percibía por la prestación de sus servicios.
En consecuencia, la juzgadora determinó que para cuantificar el monto correspondiente a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción establecido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, según párrafo, de la Carta Magna, se debe tomar como parámetro mínimo el estándar de la fracción XXII, del apartado A, constitucional, en correlación con el arábigo 54, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública local. Lo anterior es así, bajo la premisa de que esta normativa secundaria contiene los elementos de delimitación y los topes mínimos válidamente desarrollados en la norma fundamental.

En tal virtud, la Magistrada natural resolvió que el concepto de indemnización constitucional engloba el pago de tres meses de salario o haberes debidamente integrados. Asimismo, con sustento en la interpretación obligatoria de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación contenida en la tesis 2a. II/2016 (10a.), la A quo determinó que deben cubrirse, como parte integrante de la propia esfera indemnizatoria, veinte días de salario o haberes integrados por cada año de servicios que el accionante tenga reconocido ante la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí. En sustento, citó la tesis de rubro: “MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EL DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN CON MOTIVO DE CUALQUIER FORMA DE TERMINACIÓN INJUSTIFICADA DE SU RELACIÓN ADMINISTRATIVA CON EL ESTADO, COMPRENDE EL PAGO DE TRES MESES DE SUELDO Y VEINTE DÍAS POR AÑO LABORADO (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA FRACCIÓN XXII DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL).”
En esa tesitura, con fundamento en los artículos 251 y 252, del Código Procesal Administrativo del Estado; 123, apartado A, fracción XXII, y apartado B, fracción XIII, de la Constitución Federal; así como el ordinal 54, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, la Primera Sala Unitaria de este Tribunal ordenó a la autoridad demandada restituir al actor en los derechos que fue privado, mediante el pago de los conceptos económicos siguientes:
a) Indemnización constitucional: Equivalente a tres meses de los últimos haberes percibidos de manera debidamente integrados, adicionando el pago de veinte días de salario integrado por cada año de servicios prestados.
b) Prestaciones e ingresos ordinarios: El pago de las prestaciones devengadas con motivo de la relación administrativa, consistentes en las partes proporcionales de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional correspondientes al último año de servicios; aunado al pago de las remuneraciones diarias ordinarias inherentes al puesto de ******, cuantificables por un periodo máximo de seis meses.
Al precisar el alcance del concepto de haberes integrados, la Sala de origen determinó que este comprende la totalidad de las percepciones que legalmente correspondan al actor derivadas de su relación administrativa al momento en que aconteció el cese.
Asimismo, señaló que dicho concepto abarca aquellos originados por un derecho subjetivo tutelado que se hubieren generado por el simple transcurso del tiempo, los cuales deben integrarse por la remuneración diaria ordinaria, beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, dietas y compensaciones.

Finalmente, la A quo acotó que en dicha integración se incluyen las partes proporcionales de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, así como cualquier otra prestación presupuestada para su nivel y categoría en la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal. Lo anterior, lo sustentó en la tesis de rubro: “SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.”
Por tal motivo, la resolutora determinó que la base para cuantificar las condenas decretadas debía ser el sueldo quincenal de $****** (******) que el enjuiciante percibía de manera ordinaria previo al cese; extremo que la A quo tuvo plenamente acreditado con el comprobante fiscal digital de la nómina correspondiente al periodo de dieciséis al treinta de noviembre de dos mil veinticuatro.
Por otra parte, respecto a la pretensión consistente en la devolución de hojas firmadas en blanco, la resolutora determinó que resultaba improcedente, en virtud de que dicha reclamación no formó parte de la litis primigenia; por tanto, al dictar el fallo impugnado la juzgadora no se ocupó de tal aspecto al no constituir un elemento de la acción principal intentada por el actor.
En consecuencia, la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, declaró la ilegalidad e invalidez del acto impugnado y, por ende, su nulidad lisa y llana. Dicha decisión, tuvo sustento en lo dispuesto por los artículos 123, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, 7°, fracciones I, III y 9°, fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y, 248, 250, fracción I y IV, 251, primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Esta es la resolución materia de análisis en esta segunda instancia.
Síntesis de agravios. En contra de lo resuelto por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, la autoridad recurrente aduce, en esencia, los motivos de disenso siguientes:
Primer agravio (inexistencia del cese y carga de la prueba). La autoridad apelante señaló que la Sala responsable incurrió en una violación procesal al supeditar el análisis de la causal de sobreseimiento (inexistencia del acto impugnado), condicionándola de forma incorrecta hasta el dictado del pronunciamiento de fondo.

Manifestó que, al haber negado categóricamente desde el primer momento la existencia material del cese verbal atribuido por el actor, dicha manifestación constituyó un hecho negativo que, por regla general de derecho, no es objeto de prueba.
En ese sentido, sostuvo que ante la negativa lisa y llana del acto de separación, opera la revisión total del débito probatorio; por ende, la carga probatoria procesal recae de forma exclusiva sobre la parte actora, quien se encontraba obligada a demostrar fehacientemente la configuración física y jurídica del despido injustificado alegado. Para sustentar su dicho, citó por analogía el criterio de rubro siguiente: “RELACIÓN LABORAL. CUANDO EL PATRÓN NIEGA LA EXISTENCIA DEL CONTRATO DE TRABAJO, LA CARGA DE LA PRUEBA RECAE EN EL TRABAJADOR.”

En consecuencia, el apelante concluyó que la Sala resolutora debió decretar el sobreseimiento del juicio contencioso administrativo al no haber quedado demostrada la existencia real del acto impugnado.

Bajo ese contexto, refirió sustancialmente que la Magistrada de instrucción soslayó las reglas procesales de la prueba, específicamente lo previsto en el artículo 273, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, el cual prevé que el actor debe probar los hechos constitutivos de su acción. Sostuvo que frente a la negativa del acto impugnado, se obligó indebidamente a la autoridad a demostrar hechos negativos, lo cual resulta contrario a derecho y a los criterios emitidos por los Tribunales Colegiados de Circuito.
Por tanto, refirió que la A quo incurrió en una confusión analítica al valorar las constancias de autos. Precisó que si bien la parte actora ofreció diversos elementos de convicción -consistentes en ciento cuarenta y un recibos de nómina, siete recibos de nómina adicionales y tres credenciales institucionales expedidas por el Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí-, tales documentales únicamente resultan idóneas para comprobar su interés jurídico o legítimo y la existencia de una relación administrativa previa con la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí. Sin embargo, el inconforme argumentó de manera medular que de tales medios de convicción no se desprende, ni de forma indiciaria, la materialización o existencia jurídica del cese verbal reclamado, subsistiendo por tanto la falta de acreditación del acto impugnado que debió conducir al sobreseimiento del juicio.
Bajo esa perspectiva, la autoridad recurrente aseveró sustancialmente que la resolutora realizó un defectuoso análisis de la prueba testimonial ofrecida por el accionante, concretamente respecto del interrogatorio formulado a la testigo ******. Sostiene que la juzgadora omitió aplicar las reglas de la lógica, la sana crítica y los principios de valoración probatoria, al no percatarse de que las declaraciones carecen de la uniformidad y verosimilitud necesarias para generar convicción en el juzgador.
En conexidad con lo anterior, la autoridad apelante destacó diversas deficiencias técnicas de la testimonial que, a su juicio, fueron ignoradas en la sentencia combatida:

1. Argumentó que la Sala de origen incurrió en una indebida motivación al concluir de manera dogmática que las declaraciones de las atestes poseían pleno valor convictivo para demostrar el cese verbal aducido por la parte actora, supuestamente ejecutado por ******, en su carácter de Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal.
Al efecto, sostuvo que la resolutora omitió exponer de manera razonada y exhaustiva cómo es que dichos testimonios resultaban concordantes, verosímiles, uniformes en lo esencial, imparciales y congruentes entre sí; por lo que, aseveró que esa deficiencia de ponderación privó a la sentencia de sustento legal, imponiendo indebidamente una condena y pago de prestaciones a cargo de la entidad pública municipal.

Asimismo, alegó el incumplimiento de los requisitos de idoneidad de la prueba testimonial, la fuerza de un testigo no se agota con la simple afirmación de haber presenciado un evento. Sostuvo que es un requisito sine qua non que los deponentes expongan de manera indubitable las circunstancias personales de modo, tiempo y lugar, y de manera primordial, que viertan de forma veraz lo motivos específicos por los cuales conocieron los hechos, es decir, la razón de su dicho; por lo que, al carecer de estos elementos, la prueba carecía de la eficacia jurídica necesaria para soportar una fallo condenatorio.
2. Respecto a la declaración de la testigo ******, el recurrente sostuvo que la deponente incumple con los parámetros de credibilidad y verosimilitud en atención a las contradicciones y omisiones que, según advirtió en la declaración, consistentes en:
a) Vaguedad respecto al conocimiento del actor. Alegó que la testigo justificó conocer al actor bajo el único argumento de ser vecinos en la localidad de Tamazunchale, sin precisar mayores datos que demuestren que efectivamente lo identifica de forma directa dentro de un municipio con una extensión territorial considerable; destacando que tampoco proporcionó la media filiación del accionante ni asentó conocer su nombre completo.

b) Incertidumbre respecto al vínculo institucional. Manifestó que la deponente se limitó a señalar que infería que el accionante laboraba en el área de seguridad porque lo vio portar un uniforme, lo cual resultaba insuficiente y carente de valor al omitir detallar elementos particulares que mostraran que el actor pertenecía a la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, soslayando la diversidad de entidades policiales existentes en la región.

3. Respecto a la declaración de la diversa testigo ******, el inconforme afirmó de manera toral que la Magistrada de instrucción omitió aplicar las reglas de la sana crítica, la lógica y la experiencia, al pasar por alto que las respuestas dadas al interrogatorio resultan vagas, genéricas e insuficientes para acreditar la materialidad del cese verbal, con base en lo siguiente:
a) Incertidumbre en la identidad del actor. Alegó que, al responder a la pregunta inicial, la ateste manifestó conocer a la parte actora, no obstante, fue omisa en proporcionar circunstancias precisas de modo o lugar que validen de manera fehaciente dicho conocimiento dentro del entorno del municipio.

b) Vaguedad sobre la adscripción y vínculo institucional. Precisó que la testigo incurrió en incongruencias al señalar de forma ambigua que el accionante “patrullaba la zona urbana” y que “vestía de policía”; de ahí que, afirmó no aportó elementos específicos que acreditaran que la relación administrativa se desarrollaba en concreto con la entidad de seguridad municipal demandada.
c) Incongruencia en la materialización del cese. Sostuvo que de las respuestas de la deponente se desprende una duda razonable sobre la existencia del mismo cese, toda vez que no precisó las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que incurrió el cese verbal de seis de diciembre de dos mil veinticuatro; omitiendo señalar la hora exacta de los hechos, el tiempo que permaneció en el lugar, y el motivo lógico por el cual se encontraba presente en las oficinas de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal al momento del evento.
d) Contradicción en la identidad del emisor del acto. Finalmente, el recurrente destacó que la testigo incurrió en una contradicción evidente al señalar la identidad del servidor público que presuntamente ordenó la separación del cargo, pues sostiene que modificó su versión respecto a quién ejecutó materialmente el cese reclamado.

Por tales motivos, el apelante concluyó que la Sala responsable transgredió los principios de legalidad y seguridad jurídica al otorgarle valor probatorio pleno a un testimonio que resulta aislado, incongruente e insuficiente para destruir la presunción de legalidad de los actos de autoridad y para demostrar el hecho positivo del cese ante la negativa lisa y llana de la demandada.

e) Contradicción en la continuidad en el servicio. La autoridad demandada destacó medularmente que la testigo ****** incurrió en una contradicción que desvirtúa la acción del justiciable, ya que, sostuvo que la deponente afirmó que el accionante continuaba laborando en la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal. Por tanto, el apelante afirmó que el supuesto cese nunca sucedió, o bien, se practicó en perjuicio de una persona distinta al enjuiciante, sin que dicha manifestación, refirió, pudiera interpretarse como una aceptación del cese por parte del enjuiciado.
f) Inverosimilitud del cese derivado de una incapacidad médica. El inconforme argumentó que la Sala responsable incurrió en la indebida valoración de los hechos y las pruebas al no ponderar la falta de verosimilitud del cese verbal. Señaló que la parte actora, reconoció expresamente que en la fecha de la supuesta separación –seis de diciembre de dos mil veinticuatro-, se encontraba gozando de una incapacidad médica legalmente expedida, la cual había sido presentada ante la Oficialía Mayor del Ayuntamiento del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí. Por tanto, el apelante sostuvo que el justiciable no tenía la obligación de presentarse a laborar, lo que refirió, vuelve jurídicamente insostenible y contradictorio que se encontrara en las instalaciones de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal a las quince horas para ser notificado de un cese verbal.
g) Indebida apreciación de los hechos de la demanda en torno a la jornada operativa. La autoridad recurrente refirió que la resolución impugnada omitió valorar que el enjuiciante en su escrito de demanda, reconoció haberse desempeñado bajo un esquema operativo de jornada de doce horas de trabajo por veinticuatro horas de descanso, circunstancia que refirió, debió ser ponderada en su justa dimensión jurídica al momento de fijar la litis y resolver las prestaciones accesorias.
Segundo agravio (indebida homologación de la indemnización y pago de veinte días por año de servicios). La autoridad apelante afirmó, esencialmente, que la sentencia combatida adolece de la violación a los principios de legalidad, congruencia y exacta aplicación de la norma.
Al respecto, argumentó que la A quo incurrió en la inexacta interpretación del artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Federal, al equiparar de forma analógica sus alcances resarcitorios con el apartado A, fracción XXII, del citado precepto constitucional. Sostuvo el inconforme que los miembros de las corporaciones de seguridad pública se encuentran supeditados de forma estricta a un régimen constitucional de excepción eminentemente administrativo. Por tanto, el reo afirmó que resulta jurídicamente inviable la condena al pago del concepto relativo a los veinte días de salario integrado por cada año de servicios prestados, toda vez que dicho beneficio es una prerrogativa de naturaleza estrictamente laboral que no se encuentra contemplada de manera expresa en el texto de la norma fundamental para los elementos policiales en caso de cese.
Tercer agravio (inexacta integración de los haberes conforme al principio de legalidad). El recurrente aduce que la Sala responsable resolvió en contravención a las reglas de la lógica y la debida fundamentación al fijar el alcance del concepto de haberes debidamente integrados para efectos de la cuantificación económica. 
Al respecto, manifestó que la resolutora incluyó de manera indebida y arbitraria diversas asignaciones, beneficios, recompensas, premios y compensaciones de carácter extraordinario que el actor percibía de forma contingente. 

El apelante argumentó que la base para el cálculo de la indemnización de tres meses y demás remuneraciones diarias debió constreñirse de forma única y exclusiva al sueldo base u ordinario presupuestado para la categoría de Suboficial.
Consecuentemente, sostuvo que la determinación de la juzgadora de integrar las condenas con la totalidad de los conceptos variables y extraordinarios que consta en las nóminas transgrede el principio de legalidad y genera detrimento patrimonial desproporcionado e injustificado a cargo de la hacienda pública del Municipio de Tamazunchale, San Luis Potosí.
Cuarto agravio (indebida fijación de los conceptos de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional). Finalmente, la autoridad enjuiciada argumentó que la Sala de origen incurrió en una contradicción e incongruencia en el fallo al condenar de forma simultánea al pago de las partes proporcionales de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional dentro del rubro de prestaciones ordinarias devengadas, y a su vez ordenar su inclusión dentro del cálculo de la base salarial de los haberes integrados.
Por tanto, el inconforme aseveró que este mecanismo de ponderación de la juzgadora propicia un doble pago o doble condena respecto de los mismos conceptos económicos, ya que las citadas prestaciones proporcionales anuales se estaría liquidando de manera independiente y, paralelamente, estarían incrementado de forma indebida el salario diario integrado base de la condena de los seis meses de remuneraciones caídas. Por ende, concluyó que el fallo impugnado deviene de ilegal al apartarse de los principios de equidad y prohibición del enriquecimiento sin causa.
Como se anticipó, resultan inoperantes por insuficientes y reiterativos los agravios en análisis, mismos que se examinan de manera conjunta
 en atención a la estrecha relación que guardan entre sí.

Se otorga dicha calificativa, en virtud de que no puede considerarse como agravio la simple manifestación de inconformidad con el sentido del fallo impugnado por considerarlo ilegal, ya que la misma debe impugnar con razonamientos, los que lo hayan fundado, y en el caso, es patente que los agravios en análisis, no controvierten de manera eficaz si la Sala responsable actuó de manera incorrecta, al no exponer razonamientos contundentes que así lo demuestren.

Si bien es cierto que no se exige en la formulación de los agravios que guarden un apego estricto a la forma del silogismo, sino que basta con que se exprese con claridad la causa petendi, ello no exime a la autoridad recurrente de señalar cuál es la lesión que le causa el acto apelado y los motivos que la originaron, pues si no lo hace, la resolución que se dicte se tornaría oficiosa, lo que equivaldría a suplir la deficiencia de la queja, que en el caso es improcedente.

Son características de un agravio precisar cuál es la parte de la sentencia que lo causa; citar el precepto legal violado; demostrar la transgresión de que se duele con razonamientos lógicos-jurídico idóneos y citar las leyes, doctrinas y jurisprudencias en apoyo a los argumentos expuestos.

Caso concreto. En la especie, la autoridad recurrente se limita a realizar afirmaciones genéricas y dogmáticas respecto a una supuesta falta de fundamentación y motivación de la sentencia, así como a reiterar defensas que fueron desestimadas en la instancia de origen, sin combatir frontalmente la base argumentativa que sustenta el fallo apelado.

En efecto, el fondo de la resolución de la A quo radica sustancialmente en la incompetencia originaria y absoluta del Director General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí, para decretar de forma unilateral el cese o baja de un elemento policial, lo cual, es facultad exclusiva de la Comisión de Honor y Justicia, conforme lo dispuesto en los 114, 119, 125 y 126, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
De ahí que, la resolutora haya determinado que el enjuiciado no logró desvirtuar lo siguiente:
Vicio de competencia. La A quo determinó que la destitución, remoción o separación definitiva de los integrantes de las corporaciones policiacas es una atribución exclusiva de la Comisión de Honor y justicia, cómo órgano colegiado legalmente facultado para conocer e imponer sanciones disciplinarias. Por tanto, el Director demandado carecía por completo de facultades legales para ordenar o ejecutar el cese, lo que actualizó de forma directa la causa de invalidez por incompetencia prevista en el artículo 250, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Violación a las formalidades esenciales del procedimiento. La juzgadora tuvo por acreditado que la separación del cargo se ejecutó de forma verbal y unilateral, omitiéndose de manera absoluta la sustanciación de un procedimiento administrativo previo. Este actuar privó de formas directas al justiciable de sus garantías constitucionales de audiencia, legalidad, debido proceso y del principio de presunción de inocencia, previstas en los artículos 14, 16 y 17, de la Constitución Federal.
En consecuencia, al haberse demostrado la existencia de la relación administrativa y al operar la presunción legal de certeza del cese (derivada de la negativa calificada de la autoridad demandada), el fondo de la resolución consistió en decretar la nulidad lisa y llana del cese verbal impugnado debido a su ilicitud originaria, acotando sus efectos al pago de las indemnizaciones y remuneraciones diarias que por derecho le corresponden al actor bajo el régimen constitucional de excepción. 
Frente a las consideraciones torales de la Sala Unitaria (la negativa calificada, la reversión de la carga de la prueba y la incompetencia de la autoridad), el apelante se limitó sustancialmente a señalar lo siguiente:
1. Reiteró, de forma dogmática que su contestación constituía una negativa lisa y llana, evadiendo con ello, controvertir jurídicamente por qué el reconocimiento que realizó del vínculo administrativo y de la categoría del actor no actualizaba la negativa calificada decretada por la A quo.
2. La totalidad de su argumentación consistió en descalificar la idoneidad de la prueba testimonial de cargo –alegando contradicciones e inverosimilitud por la incapacidad médica del accionante-, pero omitió justificar de dónde deriva su competencia legal para ordenar un cese verbal. Es decir, atacó el alcance de los testigos, pero dejó intocado el hecho de que no existió un procedimiento administrativo previo ante la Comisión de Honor y Justicia.
3. Cuestionó los rubros de la condena (veinte días por año, la integración de haberes y un supuesto doble pago de aguinaldo y vacaciones), argumentando un impacto presupuestal. Sin embargo, no expuso ningún razonamiento para desvirtuar las premisas constitucionales de rango preferente bajo las cuales la Sala Unitaria fundó la homologación y procedencia de dichos conceptos resarcitorios.
En ese orden de ideas, deviene inconcuso que la autoridad recurrente enderezó sus motivos de disenso a combatir consideraciones de carácter accesorio, dejando intocado el núcleo argumentativo que sustenta el fallo controvertido.
Por tanto, el argumento relativo a que la Sala de instancia incurrió en una violación procesal al supeditar el análisis de la causal de sobreseimiento –consistente en la supuesta inexistencia del acto impugnado- hasta el estudio del fondo del asunto, es inoperante.
Lo anterior es así, en virtud de que cuando la autoridad demandada invocó la inexistencia del acto administrativo como causa de sobreseimiento, y dicha inexistencia constituye precisamente la materia medular del fondo de la controversia, resulta inviable decretar el sobreseimiento en forma previa. Actuar en sentido contrario implicaría incurrir en un vicio procesal, al prejuzgar sobre la legalidad o existencia del acto sin valorar exhaustivamente los datos de prueba del sumario. Por tanto, fue procesalmente correcto que la Magistrada de instrucción resolviera dicha subsistencia de la litis de manera conjunta con el fondo del asunto.
Ahora bien, devienen inoperantes en su totalidad los restantes argumentos que integran el agravio primero, así como la totalidad de los motivos de disenso esgrimidos en los agravios segundo, tercero y cuarto del recurso de apelación.

La inoperancia radica en que la autoridad apelante omitió controvertir de manera directa, frontal y eficaz los razonamientos  torales y sustentos que constituyen el fondo de la sentencia recurrida, consistentes en:

1. La configuración procesal de la negativa calificada que encierra una afirmación, derivada de haber reconocido en la contestación la preexistencia del vínculo administrativo.
2. La consecuente reversión de la carga de la prueba en perjuicio del enjuiciado para acreditar las causas legales de la separación, en términos del artículo 241, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

3. La incompetencia originaria y absoluta del Director General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal para ordenar o ejecutar de forma unilateral un cese, al ser facultad exclusiva y reservada por ley de la Comisión de Honor y Justicia.

En efecto, la A quo determinó que al encontrarse plenamente admitido el vínculo jurídico entre las partes, la autoridad demandada se encontraba obligada a demostrar que la conclusión del servicio obedeció a alguno de los supuestos legales de terminación previstos en los artículos 88 y 89, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado. Ante la omisión de justificar legalmente la separación o de controvertir de forma exhaustiva los hechos de la demanda, operó de forma correcta la presunción legal de certeza del cese impugnado, concluyendo además que el acto era nulo de pleno derecho por emanar de una autoridad manifiestamente incompetente y sin la substanciación de un procedimiento previo.
Al expresar sus agravios, la autoridad recurrente limitó su defensa a formular una crítica detallada sobre el alcance de las testigos de cargo, aducir contradicciones sobre la continuidad en el servicio, argumentar la inverosimilitud del despido por encontrarse el actor incapacitado; controvertir la homologación constitucional del pago de veinte días por año de servicio; impugnar la integración de la base salarial mediante haberes integrados; y alegar un doble pago respecto de las prestaciones proporcionales anuales.

Sin embargo, el apelante dejó completamente intocados los razonamientos lógico-jurídicos que rigen el sentido de la sentencia. No expuso argumentos jurídicos encaminados a desvirtuar por qué el reconocimiento del vínculo administrativo no actualizaba una negativa calificada, ni controvirtió la aplicabilidad de la carga procesal que le fue impuesta, ni aportó elemento alguno para justificar que el Director de Seguridad Pública Municipal poseía competencia legal para decretar de forma unilateral y verbal la baja definitiva del elemento policial.
Por consiguiente, al no haber sido combatido el fondo del fallo impugnado –consistente en que operó la presunción de certeza de un cese verbal dictado por una autoridad sin competencia-, dichas consideraciones permanecen firmes y continúan rigiendo la resolución material del juicio.

Bajo esa tesitura, resulta jurídicamente innecesario e inoficioso que este Tribunal de Alzada se encuentra constreñidos a declarar inatendible el estudio de las pretendidas incongruencias de las testimoniales, la viabilidad fáctica del cese durante la incapacidad, o las inconformidades relativas a la proporcionalidad e integración de las condenas económicas (veinte días por año de servicios, haberes integrados, aguinaldo, vacaciones y prima vacacional). 
Ello es así, aun en el supuesto extremo de que resultaran fundados los disensos, estos serían ineficaces para destruir la nulidad lisa y llana decretada, toda vez que la validez del acto impugnado no se sostuvo de forma aislada en dichos elementos, sino en el hecho insubsanable de que la destitución nació viciada de incompetencia originaria, con omisión absoluta de las formalidades esenciales del procedimiento.

En consecuencia, al permanecer firmes e intocados los razonamientos medulares del fallo apelado, el total de los agravios devienen inoperantes por ineficaces, al ser insuficientes para variar el sentido de la sentencia recurrida. En apoyo a lo anterior, resultan aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:

“AGRAVIOS INSUFICIENTES.- Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios”.

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN.- Cuando no se advierta una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al recurrente y que no amerite, por tanto, la suplencia de la queja a que se refiere el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, los agravios son inoperantes para los efectos de la revisión, si no se expone argumentación alguna para combatir los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta la sentencia del a quo, ya que el artículo 88 del mismo ordenamiento legal le impone la obligación de expresar los agravios que le cause dicha sentencia que, por tal motivo, se impone confirmar en todas sus partes” 

“AGRAVIOS INOPERANTES. SON AQUELLOS QUE NO COMBATEN TODAS LAS CONSIDERACIONES CONTENIDAS EN LA SENTENCIA RECURRIDA. Ha sido criterio reiterado de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que los agravios son inoperantes cuando no se combaten todas y cada una de las consideraciones contenidas en la sentencia recurrida. Ahora bien, desde la anterior Tercera Sala, en su tesis jurisprudencial número 13/90, se sustentó el criterio de que cuando el tribunal de amparo no ciñe su estudio a los conceptos de violación esgrimidos en la demanda, sino que lo amplía en relación a los problemas debatidos, tal actuación no causa ningún agravio al quejoso, ni el juzgador de amparo incurre en irregularidad alguna, sino por el contrario, actúa debidamente al buscar una mejor y más profunda comprensión del problema a dilucidar y la solución más fundada y acertada a las pretensiones aducidas. Por tanto, resulta claro que el recurrente está obligado a impugnar todas y cada una de las consideraciones sustentadas por el tribunal de amparo aun cuando éstas no se ajusten estrictamente a los argumentos esgrimidos como conceptos de violación en el escrito de demanda de amparo.”

Así como, las tesis 1a. IX/2011 y 2a. LXV/2010.
“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

Consecuentemente, la sentencia recurrida sí se encuentra fundada y motivada, y de esa manera, cumple a cabalidad con los principios de legalidad y certeza jurídica, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Carta Magna de la República, dado que en la determinación combatida en esta vía se estableció fundada y motivadamente las razones que llevaron a la juzgadora a declarar la ilegalidad e invalidez del cese impugnado, señalando la funcionaria con precisión los preceptos legales aplicables el caso particular, existiendo además, plena adecuación al caso de trato.

Acorde a la calificación dada a los agravios esgrimidos por la autoridad demandada, Director General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar la sentencia de diecisiete de julio de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, dictado en el juicio contencioso administrativo ******/2025.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos 149, 150 y 151 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

R E S U E L V E

ÚNICO. Se CONFIRMA el fallo recurrido el diecisiete de julio de dos mil veinticinco, pronunciado por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el procedimiento contencioso ******/2025, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora, ******; y por oficio a la autoridad demandada, Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido y remítanse los autos a la Sala de su origen.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del Licenciado Francisco Javier Belmares Olvera, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe.

CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN
MAGISTRADO TITULAR DE LA SALA SUPERIOR

FRANCISCO JAVIER BELMARES OLVERA

SECRETARIO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR

“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Razón; esta hoja pertenece a la parte final de la sentencia de diez de junio de dos mil veintiséis, dictada en los autos del Toca ******/2025-SS4. Conste.
� Foja 60 del cuaderno de antecedentes del juicio de origen.


�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 25-28 de los autos del Toca de apelación.


� Fojas 44 y 45 de los autos del Toca de apelación.


� “Artículo 154.


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.”


� “Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Tesis VI.2o.C. J/206 sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 2308, Tomo III, Décima Época, registro digital 2019949, de rubro y texto: “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados.”


Tesis emitida por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación, página 203, Volumen 205-216, Séptima Época, registro digital 240057, de rubro y texto: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Foja 54 del cuaderno de antecedentes del juicio de origen.


� “Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.”


� Según constancia de notificación que obra agregada a foja 48 del cuaderno de antecedentes de los autos del juicio de origen.


� “Artículo 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente no habilitará los días.”


� Sirve apoyo la Tesis de jurisprudencia (IV Región)2o. J/5 (10a.) sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 2018, Tomo III, Décima Época, registro digital 2011406, de rubro y texto: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� Emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación, página 70, Volumen 12, Séptima Época, Registro digital: 239187.


� Tesis de jurisprudencia VI.2o.C. J/191, sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 1034, Tomo XII, Novena Época, registro digital 191376.


� Emitida por la Primera la Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 731, Libro XIII, Décima Época, registro digital 159947.


� Emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 607, Tomo XXXIII, Novena Época, registro digital 162941.


� Emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 447, Tomo XXXII, Novena Época, registro digital 164181.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala;”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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